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PRESIDE: Señor Representante Álvaro Vega Llanes. 
MIEMBROS: Señores Representantes Luis José Gallo Imperiale y Dardo Ángel Sánchez Cal. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Andrés Abt y Carlos Maseda. 


INVITADOS: Por el Movimiento Nacional de Usuarios de Servicios de Salud Públicos y Privados, 
señoras Claudia Ojeda, Lilián Rodríguez y Nancy Martínez, y señores Nelson Puyares, 
Nelson Sena y Hugo Erosa. 


Por la Asociación de usuarios del Sistema de Salud, señora Eloísa Barreda (Presidenta) y 
doctores Mercedes Otegui y Daniel Domínguez (Asesores) 


SEÑOR PRESIDENTE (Vega Llanes).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación del Movimiento Nacional de Usuarios de Servicios 
de Salud Públicos y Privados, integrada por las señoras Nancy Martínez, Lilián Rodríguez y Claudia Ojeda y 
por los señores Hugo Erosa, Nelson Puyares y Nelson Sena. 


La delegación ha sido invitada para conocer la opinión sobre el proyecto de ley que la Comisión tiene a 
consideración, relativo a pacientes y usuarios de los servicios de salud, que tiene media sanción del Senado. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Básicamente, este proyecto de ley está pensado desde la enfermedad, desde 
el asistencialismo y no va de la mano con la reforma de la salud. Está dirigido al paciente, pero 
nosotros no consideramos al usuario como paciente. Nuestro Movimiento considera que puede haber 
usuarios con distintos niveles de necesidad y no hacemos acuerdo con el término "paciente". Este 
término se utiliza para el sistema de asistencia, y va contra la filosofía del Movimiento. Nosotros no 
podemos pensar desde la enfermedad; este proyecto de ley está pensado desde la enfermedad. 


Vamos a dejar en poder de la Comisión un informe con las acotaciones que hicimos, que son las siguientes. 
En primer lugar, eliminamos de todos los artículos el término "paciente". Somos todos usuarios; así lo define 
el Movimiento. 


En segundo término, el artículo 4” entiende por trabajadores de la salud a toda persona que desempeñe 
funciones en el ámbito de un servicio de salud, y eso no nos queda claro. No se sabe si a los acompañantes de 
los servicios de compañía se los va a considerar trabajadores de la salud, ya que se trata de empresas privadas 
dentro de empresas. 


En tercer lugar, debemos saber cómo evalúan ustedes a los agentes comunitarios porque, según esta 
definición y por lo que nosotros entendemos, trabajadores de la salud somos todos, ya que el usuario trabaja 
desde la salud en la promoción y en la prevención. Lo que dice este artículo no nos queda claro porque los 
trabajadores son usuarios; lo único que nos diferencia es que ellos reciben un salario. Todos los uruguayos 
somos usuarios de la salud y trabajadores de la salud. 


Con relación al artículo 5%, si se cumple con el artículo 49 de la Ley que instaura el Servicio Nacional 
Integrado de Salud, entendemos esto ya estaría comprendido. 


El artículo 10 establece que el Estado garantizará en todos los casos el acceso a medicamentos básicos. No 
nos queda claro lo de básico, sino lo establecido en el Vademécum único que deberá ser actualizado, por lo 
menos, una vez al año. 


También se habla de llevar un registro escrito o electrónico de la historia clínica. Nosotros consideramos que 
se deben llevar los dos porque se ha dado, por ejemplo, que se cae el sistema y hay una emergencia. Eso no 
lo tenemos muy claro, más allá de que hoy muchas veces la salud privada atiende a los usuarios sin la historia 
clínica, ya que en determinadas ocasiones los servicios no están centralizados. Nosotros estamos a favor de la 
descentralización. Creemos que la historia clínica debe estar en forma digital porque se accede a ella desde 
cualquier lado, pero que no se debe eliminar la escrita. 


El artículo 26 solo habla de los trabajadores y no se refiere a los usuarios de la salud. Este artículo tendría que 
decir: "Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, los agrupamientos de trabajadores y usuarios de 
la salud [...]". 


SEÑOR SENA.- En términos generales, hay varias partes del articulado que refieren a especificaciones 
que no están determinadas. Con la doctora consideramos algunas cuestiones técnicas a tener en cuenta. 


Por ejemplo, en el artículo 7” se dice: "Todo paciente tiene el derecho a acceder a medicamentos de calidad 
debidamente autorizados por el Ministerio de Salud Pública y a conocer los posibles efectos colaterales 
derivados de su utilización". 


En términos técnicos, cuando hablamos de calidades o de normas, siempre nos referimos a algo que establece 
universalmente distintos tipos de calidades. Si nosotros hablamos de normas técnicas, nos referimos, por 
ejemplo, a cierto tipo de normas ISO, por decir algo. Cuando hablamos de tipos o calidades de 
medicamentos, nos referimos a si son genéricos. Entonces, como usuarios vamos a saber a qué se están 
refiriendo. Por ejemplo, la Asociación Celíaca del Uruguay durante mucho tiempo ha promovido la 
especificación en todos los medicamentos del contenido, de algún componente de fécula de trigo, lo que no 
está normatizado o instrumentado debidamente. Entonces, a veces apuntamos a que cuando nos vamos a 
referir a algo específico, esté normatizado o, si es un tratamiento, que esté protocolizado y determinado que 


será así en todos lados por igual. Con esto nos estamos refiriendo a elementos generales. En el caso de que un 
médico nos tuviera que tratar, sabríamos de inicio cuál sería el protocolo con el cual seríamos atendidos, es 
decir, tendríamos referencias universalizadas de cómo va a ser el procedimiento porque luego hay un montón 
de derechos que los señores Diputados han puesto en letra más pequeña y que se refieren a formas que ya 
están previstas. Entonces, nuestra idea parte de decir que si va a haber un protocolo, esté determinado, y que 
las normas de calidad -ya sea en el tratamiento o en la medicación- fueran universalizadas. Esta es la idea 
general de cómo vemos el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar algo. 


Nosotros no pusimos nada en este proyecto de ley. Lo recibimos del Senado y hoy lo comenzamos a tratar, 
así que no pusimos nada en letra grande ni en letra chica; no pusimos nada. Es la primera vez que se 
comienza a tratar este proyecto en la Comisión. 


SEÑOR PUYARES.- Para nosotros no quedaba suficientemente claro el artículo 25, que establece: 
"Las infracciones a la presente ley determinarán la aplicación de las sanciones administrativas 
previstas en la normativa vigente en las instituciones o en el ámbito del Ministerio de Salud Pública, sin 
perjuicio de otras acciones que se puedan derivar de su violación". 


Nosotros entendemos que si todas las instituciones -o la mayoría de ellas- están integrando el Sistema 
Nacional Integrado de Salud, el reglamento de sanciones también debe ser único. Si no, quedaría librado al 
criterio de cada una de las instituciones. Voy a poner un ejemplo. Una misma falta de repente tiene una 
penalización diferente según la institución. Entonces, consideramos que si están dentro del Sistema Nacional 
Integrado de Salud ese reglamento tiene que ser único. Tal vez podría considerarse que aquellas instituciones 
que no quieran integrar el sistema apliquen su propio reglamento. Esta es una de las observaciones. 


La segunda observación refiere al artículo 26, que dice: "Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 
anterior, los agrupamientos de trabajadores de la salud con personería jurídica, podrán juzgar la conducta 
profesional de sus afiliados de acuerdo a sus estatutos". | A nosotros no nos queda claro el concepto; no 
entendemos si es un error de redacción. Pensamos que esto tendría que ser analizado un poquito más en 
profundidad. 


SEÑORA OJEDA.- En el artículo 5” se define a los usuarios en forma genérica y en el artículo 49 de la 
Ley _N” 18.211 se define al usuario del Sistema Nacional Integrado de Salud. Aunque las normas no 
serían contradictorias habría que aclarar que el artículo 5” comprende tanto a los que integran como a 
los que no integran el Sistema Nacional. También habría que modificar la redacción porque primero se 
hace referencia a la posibilidad de adquirir o utilizar bienes y después se incluye a quienes ya están 
recibiendo la atención de salud. Apelamos al principio de congruencia por el que no distinguimos entre 
pacientes y usuarios; para nosotros es usuario tanto aquel que tiene la posibilidad de utilizar o adquirir 
bienes o servicios de salud como quien los está utilizando porque está enfermo. Nosotros no definimos 
al usuario como la persona que está enferma. Quizás haya que modificar toda la redacción y adecuarla 
a la del artículo 49 de la Ley_N” 18.211, que ya está en vigencia, a efectos de aclarar el concepto, porque 
si se aprueba una nueva disposición que incluye un concepto diferente o con una redacción poco clara 
se podría derogar la norma anterior. 


Por otra parte, en el artículo 12 se establece la creación de un nuevo órgano, diferente a los que ya fueron 
previstos por la Ley N* 18.211. No sabemos si estos órganos ya están funcionando en las distintas 
instituciones o si todavía están por crearse. Se trata de Comisiones de Ética que se encargan de la 
investigación; suponemos que se ocuparán de investigar la enfermedad de algún paciente. 


También se establece que esas Comisiones de Ética estarán integradas por profesionales cuya capacitación en 
la materia los constituya en referentes del tema a investigar. Nosotros no sabemos si está prevista la 
participación de los usuarios o solo la de los médicos. Ya existe una Comisión de Bioética y Calidad de 
Atención del Ministerio de Salud Pública, o sea que no entendemos muy bien cuáles serán los cometidos de 
esta Comisión de Ética y cuál será la participación del usuario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una aclaración. La Comisión de Ética a la que se refiere ya está 
definida internacionalmente; cualquier procedimiento de investigación con seres humanos que incluya 
la utilización de medicamentos que no tienen una probanza real requiere la aprobación del protocolo 
de investigación del uso de medicamentos, que tiene que tener dos condiciones. Una de ellas es que a 
ningún paciente se le niegue lo máximo que el conocimiento médico puede acercarle; vale decir: no se 
puede hacer una investigación en la que unos sean tratados y otros no. Nadie puede financiar una 
investigación en esos términos. La otra condición es que debe tener el aval de una Comisión de Ética en 
todos los departamentos o ámbitos en los que se haya hecho algún tipo de investigación. 


Esas Comisiones existen y están integradas por las organizaciones sociales de los trabajadores de la salud y 
también por la comunidad, que incluye gente que acepta los protocolos y gente que no los acepta. Quiere 
decir que esas Comisiones no están integradas solo por médicos. Esto está amparado por normas 
internacionales que ya existen y que en este país, hasta donde yo sé, se cumplen; de lo contrario, no se podría 
realizar investigación. Supongo que se están refiriendo a eso. 


Les agradecemos mucho su visita. Más allá de que contaremos con la versión taquigráfica de esta sesión, nos 
interesaría muchísimo que nos hicieran llegar por escrito las consideraciones que han hecho, para poder 
manejarnos con más claridad. 


SEÑORA OJEDA.- Muchas gracias por habernos recibido. 


(Se retira de Sala la delegación del Movimiento Nacional de Usuarios de Servicio de Salud Públicos y 
Privados) 


(Ingresa una delegación de la Asociación de Usuarios del Sistema de Salud) 


——— La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, tiene el gusto de recibir a los integrantes de la 
Asociación de Usuarios del Sistema de Salud: señora Eloísa Barreda y doctor Daniel Domínguez, asesor 
jurídico, quienes han sido invitados a fin de exponer su opinión sobre el proyecto de ley que recibimos del 
Senado y que está siendo considerado en este ámbito relativo a: "Pacientes y Usuarios de los Servicios de 
Salud. (Se establecen sus derechos y obligaciones)". 


SEÑORA BARREDA.- Muchísimas gracias por habernos invitado; siempre es un gusto mantener estos 
diálogos tan necesarios. 


Yo soy la fundadora de ADUSS, Asociación de Usuarios del Sistema de Salud, siendo su Presidenta por dos 
períodos. Esta organización surge a raíz del fallecimiento del arquitecto Juan Pablo Terra, en setiembre de 
1991. Para mí ello implicó un impacto muy grande -que también se sintió a nivel general-, por todo lo que él 
representaba en mi vida y por lo que significaba su pensamiento a nivel mundial. De ese horror surge la voz 
de los sin voz, porque hasta ese momento no se conocían las cosas que pasaban a nivel de la salud: se les 
echaba tierra encima y pasaban. Pero como Juan Pablo Terra era un personaje a nivel mundial, ese caso se 
supo y creó una verdadera conmoción. Esa conmoción también se dio dentro mío, estando yo muy lejos de la 
salud, porque tenía una familia sana, estupenda y podía pagar una institución, pero esto sucedió dentro de mi 
propia institución. Allí adquirí un compromiso; largué todo lo que tenía, hasta me jubilé de mi empresa, y 
desde el año 1992 me dediqué a trabajar en esto 


Realmente, al principio, fue muy duro -parecía como que íbamos a poner una oficina de mala praxis- fijar los 
objetivos que debíamos tener; eso no fue fácil, pero le dimos para adelante, en el entendido de que teníamos 
valores dentro de nuestro propio sistema de salud que no nos habíamos dado cuenta de que se habían ido 
perdiendo. Entonces, el proyecto fue el de luchar por recuperar lo perdido y por mejorar, con el coraje de 
trabajar todos juntos con los médicos, con las instituciones. 


Estoy convencida de que el éxito de ADUSS radica en el trabajo conjunto. Estamos contra los juicios: 
nosotros hacemos mediación; prestamos ayuda puntual y a la vez, si consideramos que ha habido un error, 
nunca hablamos de mala praxis. Siempre hablamos de "supuesta" mala praxis y no mencionamos la 
posibilidad de entablar una demanda. A veces los médicos dicen: "¡Que hagan una demanda, Bimba!", pero 
es una palabra que nosotros no usamos para nada. Creemos que hay otras formas para entendernos y mejorar 


todo esto. Por cada caso que llevamos a una institución, hacemos una propuesta y la trabajamos para que se 
pueda ir mejorando el sistema. 


En eso estamos; ya llevamos catorce o quince años en este trabajo y estamos muy contentos. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Yo soy docente de Derecho Civil e integro la Comisión que se formó en el año 
1996 en el Ministerio de Salud Pública, precisamente, para abordar estos mismos temas 


Después del famoso decreto del año 1992, se vio la necesidad de tener una ley, más o menos como la 
iniciativa que estamos manejando ahora. Ya en ese momento el doctor Cid advertía esa misma necesidad y 
conversamos con él a ese respecto. Entonces, en esa Comisión se trabajó durante unos cuatro años, 
recibiendo delegados de las Facultades de Medicina y de Derecho. Además, recibimos importantes aportes de 
profesores que ya estaban retirados, como el doctor Gamarra, y llegamos a un proyecto. Lamentablemente en 
nuestro país algunas iniciativas no siempre tienen buen éxito y naufragan en el Poder Legislativo; esperamos 
que no sea el caso de este proyecto de ley. 


Voy a hacer un planteo puntual y específico con respecto a algunos artículos del proyecto de ley, sobre los 
que nosotros entendemos que podemos cooperar, que entendemos infringen derechos humanos 
fundamentales, como la libertad individual y las convicciones de conciencia. 


El principio general que sienta el proyecto, en la exposición de motivos y sobre todo en el primer y en el 
segundo inciso del artículo 11, es que el paciente en ejercicio de su libertad individual y de sus 
personalísimas convicciones de conciencia, brinde su consentimiento informado, ya sea para aceptar como 
para rechazar tratamientos y procedimientos médicos de todo tipo. Sin lugar a dudas, esa es la solución de 
principio: la regla general que sigue el proyecto. 


Asimismo, con toda lógica y siguiendo el criterio general, para situaciones en las que por el estado de 
inconsciencia, urgencia o emergencia en que se encuentra el paciente, no sea posible conocer su voluntad en 
cuanto a lo que refiere a la atención de su salud, en el proyecto se establece que los médicos tratantes 
procedan de acuerdo con sus criterios técnicos científicos, sin ninguna otra consideración respecto al 
consentimiento informado. En principio, esto es correctísimo; es lo que debe hacer todo médico. No obstante, 
esa solución prevista en las normas proyectadas preocupa en la medida en que si bien se están previendo las 
situaciones en general, se deja por el camino y se desconoce que el paciente, específicamente, haya dejado 
registro en la historia clínica o en otros documentos auténticos anteriores, acerca de sus explícitas directivas 
anticipadas para la atención de su salud. Además -ustedes lo sabrán igual o mejor que yo- también hay 
proyectos en ese sentido y el mundo entero viaja en esa misma dirección. Hoy por hoy las directivas 
anticipadas ya no solo están siendo para los pacientes terminales -así fue como nacieron hace veinte o 
veinticinco años atrás en los países centrales-, sino que también se aplican para la regulación de lo que la 
persona específicamente quiere que se haga. | Esa es una forma más de entender la libertad de conciencia. La 
persona puede decidir, ahora en que está en uso de sus facultades, para los momentos en los que se encuentra 
imposibilitada por estar en un estado de síndrome confusional, de inconsciencia o de extrema emergencia. 


Es evidente que si el paciente se preocupó muy especialmente por prever tales situaciones en las que se 
encuentra en imposibilidad de manifestar su voluntad y de dejarlas por escrito para que el médico justamente 
las conozca en tales circunstancias, no es posible, entonces, avasallar sus derechos individuales invadiendo su 
esfera jurídica individual al imponerle coactivamente y contra su expresa manifestación de voluntad, 
tratamientos o procedimientos que específicamente rechazó, dejando de ello registro, siendo que tales 
tratamientos coactivos, única y exclusivamente, pueden ser dispuestos bajo las garantías constitucionales y 
legales de los artículos 10 de la Constitución y 4” de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud Pública. Esto 
es, cuando de no aplicarse tales tratamientos o procedimientos, pudiera ocasionarse un daño cierto para 
terceros, ya sea para la salud pública o para la entera sociedad que el paciente integra. Casos típicos: 
cuarentenas por enfermedades infectocontagiosas, vacunaciones contra epidemias, donde si el paciente se 
niega a someterse a determinados tratamientos pone en riesgo la salud pública o la de terceros que 
obviamente se verían dañados porque no se podría combatir debidamente la epidemia o la enfermedad. 


De allí que aún cuando el paciente se encuentre en situaciones de inconsciencia, urgencia o emergencia y sus 
directivas anticipadas para la atención de la salud no impliquen riesgos sanitarios para terceros, las mismas 
deben ser respetuosa y dignamente atendidas, desde que el paciente, aún en estos casos, continúa siendo 


persona y, como tal, sujeto de derecho, jamás objeto de derecho, como para que resulte codificado, viniendo 
otros a decidir por él en aspectos estrictamente inherentes a su persona. Es que la enfermedad puede menguar 
la aptitud fisiológica del paciente, pero jamás su capacidad jurídica, que en la medida en que puede ser 
conocida por los profesionales de la salud, debe seguir siendo respetada aún en tales circunstancias. 


Es por tales fundamentos que hemos sintetizado al extremo toda nuestra jurisprudencia que en nuestro país 
está bien publicada y es completamente armónica en el sentido que acabamos de explicar. Unánimemente, 
nuestros Jueces han interpretado ese modo, sobre todo el artículo 10 de la Constitución. 


Entendemos que resulta imperiosamente necesario modificar la redacción de los artículos 5%, 11 y 16 del 
proyecto. No vamos a leer lo que proponemos como modificación porque nuestra exposición se transformaría 
en algo muy largo. Ya habíamos dejado documentación cuando nos reunimos con dos o tres Diputados - 
dentro de los que se encontraba, precisamente, el señor Diputado Gallo Imperiale-; en esta oportunidad 
también vamos a dejar este material donde nuevamente se reitera este concepto. Para no complicar la 
situación y tener que retocar todo el proyecto -además, seguramente los fundamentos serán compartidos y 
están en completa armonía con la exposición de motivos que precede al proyecto-, nos parece que otra 
posibilidad sería incluir un único artículo más donde se despejara todo tipo de dudas, que por ejemplo dijera 
que en ningún caso se realizarán sobre el paciente intervenciones ni procedimientos diagnósticos o 
terapéuticos contrarios a su voluntad, ni aún en situaciones de inconsciencia, urgencia o emergencia, con la 
única excepción de las situaciones previstas en el artículo 4* de la Ley_N? 9.202 de 12 de enero de 1934, que 
es la Ley Orgánica de Salud Pública. Obviamente, tenemos que dejar a salvo los derechos de terceros, los 
riesgos para la salud pública. 


En síntesis, las modificaciones propuestas brindarían al cuerpo médico una pauta concreta de actuación que 
orienta y enmarca su actividad dentro de las previsiones consagradas tanto por nuestro ordenamiento jurídico 
nacional como internacional. A la vez, también se compadecen con los cánones éticos aprobados por el 
sindicato médico y por la comunidad médica internacional. En tal sentido, con las modificaciones planteadas, 
el proyecto de ley cumple uno de sus principales objetivos al despejar las dudas e incertidumbres que tanto 
pueden llegar a entorpecer el normal y eficiente desarrollo de la actividad asistencial, tendiendo a evitar que 
médicos y pacientes se sumerjan en situaciones aciagas en las que impera la confusión en detrimento de la 
pronta y eficaz atención de la salud. Lo importante es que el cuerpo médico pueda concentrarse sin 
distracciones ni preocupaciones en el correcto desempeño de su actividad, libre del peso que trae aparejado el 
no conocer a ciencia cierta los alcances y los límites de su responsabilidad profesional, mientras que el 
paciente podrá ser asistido como ser humano integral, como hombre total, de acuerdo con el concepto 
holístico de salud consagrado universalmente por la Organización Mundial de la Salud como el completo 
estado de bienestar físico, mental y social. 


Esperamos, de este modo, poder cooperar en el mejoramiento de la redacción del referido proyecto de ley a 
los efectos de que resulten debidamente preservadas las garantías constitucionales de libertad individual y las 
condiciones de conciencia de todos los pacientes. 


Muchas gracias. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Este es un proyecto que ya fue aprobado en el Senado y es la primera 
vez que esta Comisión lo empieza a tratar, por lo que en esta oportunidad recibimos comentarios al 
respecto de todas aquellas organizaciones que representen a los usuarios, sin hacer comentarios 
personales. Luego trataremos de aunar todas las propuestas que se hagan a los efectos de llegar a la 
redacción definitiva de este proyecto. Este podrá tener cambios o no. Esta Comisión podría considerar 
que el proyecto que viene del Senado es correcto, como también hacerle modificaciones; de suceder 
esto último, significaría que las modificaciones volverían al Senado, el que las podría tomar en cuenta o 
no. Si el Senado no considerara adecuadas las modificaciones propuestas por esta Cámara, la iniciativa 
pasaría a la Asamblea General, que sería la que redactaría el proyecto definitivo. 


(Ingresa a Sala la doctora Otegui) 


——— Es decir que hay todo un proceso que es tenido en cuenta por ambas Cámaras a la hora de hacer 
modificaciones; si estas son realmente importantes y justificadas, se hacen. Si las modificaciones no se 
justifican pero es algo que se puede solucionar por vía reglamentaria, el proyecto queda automáticamente 


aprobado cuando lo aprueba la segunda Cámara sin modificaciones. Con esto no quiero decir que los 
planteamientos que hacen puedan ser solucionados por vía reglamentaria -creo que no es el caso-; 
simplemente quería informarles de cómo nos manejamos en la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social da la bienvenida a la 
doctora Otegui. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Me gustaría saber la naturaleza jurídica que tiene la organización que ustedes 
representan. 


SEÑORA BARREDA.- Somos una ONG con personería jurídica desde junio de 1993. 
SEÑORA OTEGUI.- Nos reunimos con la señora Barrera para comentar este proyecto. 


Desde que me acerqué a la ONG, en setiembre de 2002, una de las grandes inquietudes había sido cómo los 
derechos de los usuarios no estaban reconocidos en el orden legal. Empecé a trabajar en el texto del Decreto 
N* 1.992, conocido como Decreto de Delpiazzo, donde se reglamentaban los derechos de los usuarios, sobre 
todo en el ámbito público, que en el año 2002, a través de otro decreto, se extendió al ámbito privado. Esos 
fueron los dos grandes logros normativos que conocimos. La claridad de las exposiciones y cómo están 
reconocidos los derechos siempre nos ayudó y fue el amparo legal para asesorar a los usuarios, y manejarnos 
nosotros. 


Gran parte de nuestra labor en la ONG -la señora Barrera lo puede decir- es, justamente, asesorar sobre los 
derechos de las personas. Mucha gente hace reclamos en los que no está amparada y hay que encauzarlas 
dentro de lo que existe. Intentamos enseñarles el cómo, que es lo que mucha gente no conoce. Por eso 
agradecemos a la legislación que existía en el momento. Inclusive, tuvimos talleres de humanización de las 
normas, que si bien eran clarísimas tratamos de llevarlas a determinados criterios o lineamientos. Fuimos al 
Hospital Pasteur y a otros lugares a explicar a los funcionarios qué quería decir "ser identificado", porque a 
veces les podía parecer una pregunta irrespetuosa. Ocurre que uno no tiene por qué saber quién es el médico 
o el funcionario que lo atiende, y a la hora de ir a la Dirección Técnica lo primero que le van a preguntar es 
cómo se llama la persona que lo atendió. 


También trabajamos sobre la historia clínica y el consentimiento informado desde setiembre de 2002. Creo 
que merece un aplauso que se reconozca a nivel legislativo. Tenemos algunos comentarios con respecto a la 
redacción por nuestra profesión de abogada, pero no sabemos si es oportuno ahora o si será mejor elevar un 
informe. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- ¿Fueron invitados al Senado durante la elaboración del proyecto? 
SEÑOR DOMÍNGUEZ.- No. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- La pregunta era para saber si allí habían vertido todas estas 
inquietudes. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Mi trabajo es lo inherente a los derechos de la personalidad humana. 
Participamos del Congreso Latinoamericano de Medicina Legal, que se organiza una vez cada mucho 
tiempo, y allí estuvimos con el doctor Cid. Hablé varias veces con él y me dijo que estaba totalmente de 
acuerdo, pero lo cierto es que nunca se nos escuchó. No digo que haya habido mala intención, pero 
nunca tuvimos esa oportunidad. 


SEÑORA BARRERA.- En las tres Legislaturas en las que el doctor Cid tenía esa intención, siempre 
nos ha consultado, pero lo cierto es que la Comisión del Senado nunca nos invitó. Cada tanto tiempo 
recibíamos un posible proyecto, y al final lo encontramos totalmente cambiado. 


Hemos trabajado mucho sobre el derecho de los pacientes. El gran trabajo de ADUSS fue recopilar esos 
derechos, que en todos estos años hasta los hemos volanteado en todo el país. Uno de mis temores es que este 


proyecto, cuando se convierta en ley, no esté al alcance del entendimiento de la gente. Cualquiera puede 
entender el Decreto del doctor Delpiazzo, porque las expresiones son muy claras y nítidas. 


Otro de los grandes trabajos que hicimos fue sobre la historia clínica. Sin embargo, en el proyecto faltan 
aspectos que pedimos, como por ejemplo que esté foliada. A pesar de que sabemos que se le pueden sacar las 
hojas, habrá que ver cómo se identifican las páginas. Tampoco se habla de la severidad con la que se tiene 
que llevar la historia clínica. Muchas veces la copia que recibimos no es verídica o ciertos actos no están 
anotados. Todo esto nos preocupa muchísimo. 


Yo principalmente -los abogados lo verán mejor- no estoy nada contenta ni tranquila con este tema. Aun hoy, 
después de catorce años que venimos luchando por estos derechos, no está garantizado que se nos entregue la 
historia clínica sin tener que dar explicaciones. También la historia debe ser clara. Estoy en cuatro comités de 
ética, y la gran dificultad es que los médicos lo entiendan. Cuando se habla de las investigaciones, ¿de qué 
consentimiento informado se habla? Eso es un verdadero desastre, porque a veces hasta falta la firma del 
médico. Antes del consentimiento, el paciente o quien va a participar de una investigación debe recibir una 
información. Eso no se cumple. 


Ocurre que hoy los usuarios estamos muy informados, y eso a muchos médicos les molesta. La gente busca 
en Internet y pide las cosas que ve por ahí. Los médicos dicen que los que saben son ellos. Sin embargo, yo 
tengo vida propia, soy una persona jurídica y tengo necesidad de saber qué es lo que se me está proponiendo. 
Eso no lo veo reflejado en el proyecto. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Comparto los criterios que maneja la señora Barreda, pero también 
es cierto que lo que aquí estamos haciendo es una ley y las leyes se reglamentan. Considero que hay 
muchísimos aspectos de los que se han planteado que son pasibles de reglamentación. En general las 
leyes tienen fuerza de normativa u obligación general, pero todas las leyes se reglamentan. En este caso 
estamos en un momento muy especial de reforma de la salud y de puesta en funcionamiento de 
organismos nuevos -en este caso la Junta Nacional de la Salud- y creo que una vez que esta ley se vote, 
con todas las mejoras que deba tener, van a quedar muchísimos aspectos -a muchos de los cuales se 
hacía referencia- que van a ser pasibles de reglamentación. En ese caso será la Junta Nacional de la 
Salud la que tendrá que determinar la reglamentación y ahí tendrán que incluirse todos y cada uno de 
los aspectos que se plantearon y otros. En definitiva el conjunto de la ley y la reglamentación es lo que 
entrará en vigencia y tendrán que cumplir todos los actores de la salud. 


Quería hacer ese comentario porque, compartiendo lo planteado, me parece que quizás estos no sean aspectos 
para incluir en la ley sino en la reglamentación. En ese sentido, si cuando nosotros hagamos el trabajo 
respectivo, esos aspectos no aparecen, no va a significar que no vayamos a trabajar para que todos esos 
asuntos queden incluidos cuando la reglamentación sea elaborada por parte de los organismos competentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia y los aportes, especialmente los escritos, y nos 
mantendremos en contacto para informar cómo va desarrollándose el tema. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de Usuarios del Sistema de Salud) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


